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Introduccién

Durante los tltimos afios ha habido un proceso internacional de confluencia entre dos grandes
masas criticas: por un lado, el histérico movimiento de promocién y defensa de los derechos
humanos y, por otro, el mucho mds reciente movimiento de prevencién y lucha contra la co-
rrupcién. Gracias a ello, ahora contamos con algunos instrumentos de derecho internacional,
mecanismos de cooperacién internacional y algunas sentencias de cortes internacionales y
nacionales.

En ese marco, en el dmbito interamericano destaca el Informe temdtico Corrupcion y dere-
chos humanos que la Comision Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) publicé el ano
2019 luego de un proceso previo de consulta a los Estados y organizaciones de sociedad civil
de las Américas y que se inici6 con la Resolucién N° 1/18 (Comision Interamericana de Dere-
chos Humanos, 2018, 2 de marzo) aprobada por la CIDH en marzo del 2018, a propésito
de la VIII Cumbre de las Américas que tuvo lugar en Lima, Perd, en abril de ese afio y que,
precisamente, llevé como titulo “Gobernabilidad democrdtica frente a la corrupciéon” (VIII
Cumbre de las Americas, 2018).

Adicionalmente, la Corte Interamericana de Derechos Humanos (ColDH) ya ha emi-
tido algunas sentencias en las que vincula la grave violacién de derechos humanos a redes o
contextos de gran corrupcién (Cuadernillo de Jurisprudencia de la Corte Interamericana de
Derechos Humanos No 23: Corrupcién y Derechos Humanos, s/f). Todo ello se vino a sumar
a la Convencién interamericana contra la corrupcién adoptada en 1996 (Organizacién de
Estados Americanos) y la Convencién de las Naciones Unidas contra la corrupcién adoptada
en el 2003 (Naciones Unidas).

En consecuencia, en la actualidad puede afirmarse que ya existe un corpus iuris internacio-
nal en torno a los estdndares que los Estados deben observar en la prevencién y combate a la
impunidad en materia de corrupcién y derechos humanos, que seguramente merecerd mayor
desarrollo en los préximos afios.

En el caso de la Junta Nacional de Justicia (JN]), el presente informe identifica algunos
estdandares que en materia de prevencién y combate de la corrupcién judicial deberfan ser
observados. Témese en cuenta que la corrupcion que pervirtié y liquidé al ex Consejo Nacio-
nal de la Magistratura (CNM), a la luz de tales estdndares, bien podria ser calificada como
un caso de “captura de instituciones” “particularmente danina” para la sociedad (Naciones
Unidas, 2003).
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Estindar 1: Corrupcién Puede Ser Directamente una Grave Violacién de Derechos
Humanos o Pueden Ser Parte del Contexto que Favorece Graves Violaciones de Derechos
Humanos.

Segtn el informe Corrupcién y derechos humanos, “Dado la naturaleza estructural del fené-
meno de la corrupcidn en la regién, la Comisidn considera que sus impactos son profundos y
diferenciados. Por un lado, los actos de corrupcién pueden configurar violaciones de derechos
humanos” (Comisién Interamericana de Derechos Humanos, 2019, pdrrafo 136). También,

Una segunda dimensién que es necesario clarificar es la relacidn contextual entre el fené-
meno de corrupcidn y las violaciones de derechos humanos. Es claro que no sélo la corrupcién
viola derechos humanos, sino que se debe prestar atencién a la forma en que diversos con-
textos de corrupcidn facilitan y/o fomentan la vulneracién de derechos humanos. (Comisién
Interamericana de Derechos Humanos, 2019, pdrrafo 138).

Estdndar 2: Impunidad es una de las Causas Principales de la Corrupcién y, por ende, los
Estados Tienen la Obligacién Internacional de Combatirla

Entre los factores institucionales que fomentan la corrupcién se encuentra el,

Alto nivel de impunidad, ello permite que actos o sistemas de corrupcién operen sobre la
base de garantias de que el costo de la corrupcion es ampliamente superado por los bene-
ficios obtenidos. La impunidad se garantiza en la medida que los actos no se investigan y si se
investigan no se sancionan y si se Sancionan, las consecuencias son despmporfionﬂdas en relacion
al beneficio obtenido [énfasis agregado] (Comisién Interamericana de Derechos Humanos,
2019, pérrafo 116)

Frente a esto “los Estados tienen el deber de adoptar las medidas eficaces destinadas a
investigar y sancionar los actos de corrupcién tanto de agentes estatales como de personas,
entes u organizaciones privadas” (Comisién Interamericana de Derechos Humanos, 2019,
parrafo 268).

Si los Estados no combaten la corrupcién, estdn incumpliendo el deber de respetar y
garantizar los derechos humanos consagrado en el articulo 1.1° de la Convencién americana
sobre derechos humanos (CADH): “Si los Estados no adoptan todas las medidas a su alcance
para erradicar el fenémeno de corrupcién, estdn incumpliendo con su deber de respetar y
garantizar los derechos humanos y de esta forma estdn incumpliendo sus obligaciones inter-
nacionales en la materia, y en consecuencia tienen el deber de reparar los dafios causados.”
(Comisién Interamericana de Derechos Humanos, 2019, pérrafo 274)

Estindar 3: En el Combate a la Corrupciéon Debe Realizarse una Ponderacién Entre el
Derecho al Debido Proceso y la Obligacién de Combatir la Impunidad de la Corrupcién.

La magnitud del fenémeno de corrupcién estructural que vive la region y que tiene conse-
cuencias negativas para el sistema democrdtico, el Estado de Derecho y los derechos huma-
nos requiere esfuerzos proporcionales al problema (Comisién Interamericana de Derechos
Humanos, 2019, pérrafo 512)
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Sin duda la complejidad de estos casos obliga a adoptar medidas extraordinarias para investigar
adecuadamente estos ilicitos y dicho objetivo debe ser considerado como un fin compatible
con los compromisos internacionales de los Estados y considerado para evaluar la proporcio-
nalidad de las medidas de restriccién de derechos. Compatibilizar los derechos en conflicto con
el interés colectivo es uno de los mayores desafios en sociedades democrdticas que enfrentan la lucha
contra la criminalidad organizada y formas generalizadas y sistemdticas de corrupcion [énfasis
agregado] (Comisién Interamericana de Derechos Humanos, 2019, pdrrafo 518)

De esta manera, el combate a la corrupcién justifica la restriccién de derechos en tanto tales

restricciones superen el test de proporcionalidad:

Al respecto es importante precisar que la corrupcién nunca puede ser un elemento que
justifique una restriccién de derechos, sin embargo, es posible considerar a la lucha contra la
corrupcion como un objetivo legitimo para la restriccion de derechos conforme a los estdndares
internacionales [énfasis agregado]. En ese sentido, para que un Estado pueda restringir legi-
timamente el goce y ejercicio de derechos humanos es necesario que concurran tres elemen-
tos: i) legalidad; ii) la existencia de un fin legitimo; iii) la idoneidad, es decir la determina-
cién de si existe una relacién légica de causalidad de medio a fin entra la distincién y el fin
que se persigue; y, iv) la necesidad, esto es, la determinacién de si existen alternativas menos
restrictivas e igualmente idéneas; iv) la proporcionalidad en sentido estricto, es decir el
balance de los intereses en juego y el grado de sacrifico de uno respecto del otro. (Comisién
Interamericana de Derechos Humanos, 2019, pérrafo 259).

Estdndar 4: Existe un Deber de Motivacién de las Decisiones Disciplinarias que Sancio-
nan la Corrupcién, Pero Esta Motivacién es Diferente a la de las Decisiones Judiciales
en Materia Penal.

Respecto del deber de motivacién, la Corte fijé un estdndar muy relevante en materia de
sanciones administrativas por actos de corrupcién, ya que establecié que la argumentacién
de un fallo y de ciertos actos administrativos deben permitir conocer cudles fueron los he-
chos, motivos y normas en que se basé la autoridad para tomar su decisién, a fin de des-
cartar cualquier indicio de arbitrariedad. En particular, establecié que la decisién final de la
autoridad administrativa en este tipo de casos de corrupcion debe basarse en la realizacién
de un andlisis concreto de relacién a la gravedad de los hechos y la afectacién colectiva, a la
ética publica y la moral administrativa. (Comision Interamericana de Derechos Humanos,

2019, pérrafo 356)

Al respecto, la Corte ha precisado que la motivacién suficiente se tiene que analizar en
cada caso, segtin la naturaleza de la decisién, porque en todos los casos “no exige una respuesta
detallada a todos los argumentos de las partes” (Corte Interamericana de Derechos Humanos,
2008, 5 de agosto).

El grado de motivacién exigible en materia disciplinaria es distinta a aquel exigido en mate-
ria penal, por la naturaleza de los procesos que cada una estd destinada a resolver, asi como
por la mayor celeridad que debe caracterizar los procesos disciplinarios, el estdndar de prue-
ba exigible en cada tipo de proceso, los derechos en juego y la severidad de la sancién. (Corte
Interamericana de Derechos Humanos, 2016, 31 de agosto)



EsTANDARES INTERAMERICANOS SOBRE CORRUPCION Y DERECHOS HUMANOS APLICABLES A LA
130
Junta NacioNaL Dk JusTicia (JN])

Estindar 5: Principio de Legalidad es Diferente en Materia Disciplinaria que en Materia

Judicial Penal.

En un sistema democrdtico es preciso extremar las precauciones para que dichas medidas se
adopten con estricto respeto a los derechos bésicos de las personas y previa una cuidadosa
verificacién de la efectiva existencia de la conducta ilicita. Asimismo, en aras de la seguridad
juridica es indispensable que la norma sancionatoria exista y resulte conocida, o pueda serlo,
antes de que ocurran la accién o la omisidn que la contravienen y que se pretende sancionar.
La precision de una norma sancionatoria de una norma disciplinaria puede ser diferente a la
requerida por el principio de legalidad en materia penal, por la naturaleza de los conflictos que
cada una estd destinada a resolver [énfasis agregado]. (Comisién Interamericana de Derechos

Humanos, 2019, pérrafo 364)
Estindar 6: Combate ala Corrupcién es un “Bien Comiin” Parael Derecho Interamericano.

El objeto y fin de lucha contra la corrupcidn es legitimo por el interés social que estd invo-
lucrado el cual apunta al bien comun, conforme lo exige el articulo 30 de la CADH. En
cuanto a las medidas, estas deben ser las necesarias para alcanzar un interés imperativo, de
manera que no debe haber otra medida disponible que no sea la restriccién de derechos.
(Comisién Interamericana de Derechos Humanos, 2019, pdrrafo 365).
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